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TOCA PENAL NÚMERO: ********. 
 
EXPEDIENTE NÚMERO: ********. 
 
ACUSADO: ***** ********* *******. 
 
DELITO: HOMICIDIO CALIFICADO. 
 

 

- - - OCTAVA SALA, ESPECIALIZADA EN MATERIA PENAL 
TRADICIONAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO.  
Cancún Quintana Roo, a diez de febrero del año dos mil veintidós. -  
- - - VISTO.- Para resolver el Toca Penal al rubro citado, formado con motivo 
del recurso de apelación interpuesto por el Licenciado HUGO SILVA 
SOLÓRZANO, Director del Centro de Reinserción Social de Chetumal, 
Quintana Roo, en contra del auto de fecha treinta de abril del año dos mil 
veintiuno, dictado por el entonces Secretario de Estudio y Cuenta en 
Funciones de Juez Primero Penal ―A‖ de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Cancún, Quintana Roo, ahora Juzgado Primero Penal de Primera 
Instancia de éste Distrito Judicial, en autos de la causa penal ******** de su 
rubro, que instruye en contra de ***** ********* *******, por el delito de 
HOMICIDIO CALIFICADO, por el que NO CALIFICÓ DE LEGAL el traslado 
realizado del interno de mérito, del Centro de Reinserción Social de 
Chetumal, Quintana Roo, al diverso Centro Federal de Readaptación Social 
diecisiete ―CPS MICHOACÁN‖; y: 
 

R  E  S  U  L  T  A  N  D  O 
 

- - - 1.- En el proceso penal de referencia, se dictó el acuerdo apelado que, 
en la parte que interesa, dice: -  

 
―…Atento a lo anterior el Secretario de Estudio y Cuenta en funciones de Juez 
Primero Penal “A”, acuerda: de conformidad  con lo dispuesto por el artículo 504 
del Código de Procedimientos Penales para el Estado, agréguese el oficio y anexos 
de cuenta a los presentes autos, para que obre como legamente corresponda; y en 
atención a su contenido se advierte que el proceso y privado de la libertad se 
encuentra sujeto a proceso en la causa penal ******** que se instruye por el delito de 
Homicidio Calificado, en etapa de instrucción; ahora, la autoridad administrativa, 
aplicó la medida de protección al actualizarse los supuestos del artículo 52 de la Ley 
Nacional de Ejecución Penal, que a continuación transcribe: Artículo 52. Excepción 
al Traslado voluntario. La Autoridad Penitenciaria, como caso de excepción a lo 
dispuesto en el artículo 50, podrá ordenar y ejecutar el traslado de personas 
privadas de la libertad, mediante resolución administrativa con el único requisito de 
notificar al juez competente dentro de las veinticuatro horas siguientes de realizado 
el traslado, en los siguientes supuestos: I. En casos de delincuencia organizada y 
medidas especiales de seguridad; II. En casos de riesgo objetivo para la integridad y 
la salud de la persona privada de su libertad, y III. En caso de que se ponga en 
riesgo la seguridad o gobernabilidad del Centro Penitenciario. En todos los 
supuestos de excepción a los traslados sin autorización previa, el juez tendrá un 
plazo de cuenta y ocho horas posteriores a la notificación para calificar la legalidad 
de la determinación administrativa de traslado. En contra de la resolución judicial se 
podrá interponer el recurso de apelación en los términos previstos en esta Ley. En 
caso que dentro del plazo establecido, la autoridad jurisdiccional no se pronuncie 
respecto de la legalidad del acto, la persona privada de la libertad podrá interponer 
una controversia judicial contra la determinación administrativa.” En efecto, si bien el 
Director del Centro de Reinserción Social informó que con base a la existencia de un 
riesgo objetivo y fundado para la integridad y la salud de las personas privadas de su 
libertad en el Centro de Reinserción Social de esta ciudad, trasladó al referido 
procesado al Centro Federal, al estar justiciada la medida urgente y de protección 
aplicando la fracción II del artículo 52 de la Ley Nacional de Ejecución, pues la 
autoridad penitenciaria refiere que el traslado de Aguilar Rodríguez, obedece a que 
por encima del bien jurídico de la libertad del recluso están sus derechos humanos 
como lo es la vida, la seguridad personal y la integridad física de las personas, por 
ello se justifica que si el privado de su libertad se encuentra en peligro o riesgo 
latente, es imperativo para las autoridades encargadas de su custodia y resguardo, 
implementar cualquier medida de protección que garantice la vida y seguridad de su 
persona, independientemente del estado de su procedimiento. Sin embargo, esta 
autoridad difiere el criterio adoptado por el Director de Centro Penitenciario de 
Chetumal, Quintana Roo, ya que el privado de la libertad actualmente está sujeto a 
proceso en etapa de instrucción, por tanto, viola el derecho del incoado a un derecho 
al debido proceso, así como a una adecuada defensa, en virtud de que imposibilita 
la continuación de la secuela procesal del presente juicio, pues en cada una de las 
audiencias judiciales desahogadas en este recinto judicial se exige la presencia del 
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incoado, ya que tiene el derecho a controvertir en cada una de las prácticas 
judiciales, de lo contrario estaríamos socavando sus derechos humanos; cabe 
señalar que a pesar de que actualmente se cuentan con los medios tecnológicos y 
digitales para efectuar videoconferencias, circunstancia que facilita la comunicación 
a distancia, empero, debe destacarse que actualmente en la referida causa penal 
está pendiente por desahogare, la investigación por posibles actos de tortura 
conforme a los parámetros establecidos en el Protocolo de Estambul, siendo 
indispensable para el mismo, como pruebas esenciales, la Dictaminación en materia 
de medicina, psicología y fotografía forense, de manera personalísima, 
consecuentemente, el traslado a un Centro Federal de Readaptación Social Federal, 
limita al privado de la libertad y posible víctima de tortura, al derecho fundamental de 
debido proceso, seguridad jurídica y de acceso pleno a la justicia, por lo que no se 
califica de legal el traslado administrativo...‖ 

- - - 2.- Inconforme con la resolución anterior, el Licenciado HUGO SILVA 
SOLÓRZANO, Director del Centro de Reinserción Social de Chetumal, 
Quintana Roo, interpuso en tiempo y forma el Recurso de Apelación, se 
corrió traslado a las partes a efecto de que manifestaran lo que a su interés 
corresponda o en su caso, ejercitaran su derecho a la adhesión, tal y como 
lo establece el numeral 134 de la Ley Nacional de Ejecución Penal, 
remitiéndose testimonio certificado a esta Sala Especializada, para la 
substanciación del recurso hecho valer, el que una vez recibido y declarado 
bien admitido, se procedió a la integración y tramitación del Toca 
correspondiente y substanciado que fue en términos de la referida Ley 
Nacional, se dejó en estado de dictar resolución, la que con esta fecha se 
pronuncia conforme a los siguientes: 

C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O  S 

- - - I.- Este Tribunal de Alzada es competente para conocer y resolver del 
presente asunto de conformidad con lo dispuesto en el artículo 98 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, con 
relación al Acuerdo del Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado de 
Quintana Roo, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 
catorce de julio del año dos mil dieciséis, mediante el que se crean y 
organizan las Salas Unitarias de Segunda Instancia del Tribunal Superior de 
Justicia del Estado; así como que se adscriben y re adscriben a los 
Magistrados Numerarios y Supernumerarios a las Salas Especializadas del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado, respectivamente; de donde se 
observa se organizaron las Sala Unitarias de Segunda Instancia 
correspondiéndole a la antes Séptimas Sala Especializadas en Materia 
Penal, la nomenclatura de Octava Sala Especializada en Materia Penal 
Tradicional, determinándose que dicho acuerdo entraría en vigor a partir del 
primer día del mes de agosto de dos mil dieciséis; y en términos del artículo 
31 y 32 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. Por acuerdo del 
Pleno del Tribunal Superior de Justicia del Estado, publicado el veintiuno de 
diciembre de dos mil dieciséis, a partir del diez de enero del dos mil 
diecisiete funge como titular la Licenciada ******* ******** *******. Así también, 
con fundamento en el artículo tercero transitorio, párrafo segundo, de la Ley 
Nacional de Ejecución Penal, en la que establece que los procedimientos 
que se encuentren en trámite a la entrada en vigor de ese ordenamiento 
legal, continuarán con su sustanciación de conformidad con la legislación 
aplicable al inicio de los mismos, debiendo aplicar los mecanismos de 
control jurisdiccional previstos en esa Ley, de acuerdo con el principio pro 
persona establecido en el artículo 1° Constitucional; este Tribunal de Alzada 
es competente para resolver el presente asunto. – 
- - - II.- El presente recurso tiene el objeto y alcance que le conceden los 
artículos 292, 293 y 295 Fracción VIII del Código de Procedimientos 
Penales vigente en el Estado; y los diversos 52, 121, 131 y 132 fracción VII, 
de la Ley Nacional de Ejecución Penal. – 
- - - III.- Que el recurrente dentro del término de Ley que le fuera concedido, 
mediante oficio número ******************************-*********, de fecha doce 
de mayo del año dos mil veintiuno, expresó los agravios que le causa la 
determinación apelada, los cuales se encuentran glosados en autos del 
expediente penal, cuya copia autorizada fue remitida a esta Sala 
Especializada, y que en obvio a repeticiones innecesarias se tienen por 
transcritos a la letra en esta resolución, sin que depare perjuicio alguno al 
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apelante en los términos de la Tesis Jurisprudencial bajo el rubro: 
“AGRAVIOS, FALTA DE TRANSCRIPCIÓN DE LOS, EN LA SENTENCIA. 
NO CAUSA PERJUICIO SI SE CONTESTAN.” Visible en la página 61, 
Tomo IV segunda parte, octava época, Semanario Judicial de la Federación.  
- - - IV.- Cabe destacar que la inconformidad con la resolución emitida por el 
A quo, fue interpuesta por el Licenciado HUGO SILVA SOLÓRZANO, 
Director del Centro de Reinserción Social de Chetumal, Quintana Roo, a 
quien en términos del numeral 121 fracción IV de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal, se le tiene por reconocida su calidad de parte, motivo por 
el cual posee legitimación procesal para interponer el recurso que ahora nos 
ocupa; en ese tenor, esta Sala Especializada, entrara al estudio y análisis 
de los agravios esgrimidos. – 
- - - V.- La resolución por esta vía impugnada, lo constituye el auto de fecha 
treinta de abril del año dos mil veintiuno, emitida por el entonces Secretario 
de Acuerdos en funciones de Juez Primero Auxiliar ―A‖ Penal de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Cancún, Quintana Roo, en la causa penal 
número ********, en el cual NO CALIFICÓ DE LEGAL el traslado efectuado 
al procesado ***** ********* *******, debiéndose aclarar que el A quo en su 
acuerdo incorrectamente hizo mención que el procesado fue trasladado al 
Centro Federal de Readaptación Social número 13 ubicado en el Estado de 
Oaxaca (sic), pero de autos se advierte que el traslado del indiciado ocurrió 
al diverso Centro de Readaptación Social Federal, número 17 ―CPS 
MICHOACÁN‖. Al respecto en síntesis el A quo argumentó que el Director 
del Centro de Reinserción Social solicitó califique de legal el traslado del 
procesado ***** ********* *******, con en base a la existencia de un riesgo 
objetivo y fundado para la integridad y la salud de las personas privadas de 
su libertad en el Centro de Reinserción Social de esta ciudad, aplicando la 
fracción II del artículo 52 de la Ley Nacional de Ejecución, pues la autoridad 
penitenciaria refiere que el traslado del referido ********* *******, obedece a 
que por encima del bien jurídico de la libertad del recluso están sus 
derechos humanos como lo es la vida, la seguridad personal y la integridad 
física de las personas, por ello se justifica que si el privado de su libertad se 
encuentra en peligro o riesgo latente, es imperativo para las autoridades 
encargadas de su custodia y resguardo, implementar cualquier medida de 
protección que garantice la vida y seguridad de su persona, 
independientemente del estado de su procedimiento. Sin embargo, el A quo 
difiere del criterio adoptado por el Director de Centro Penitenciario de 
Chetumal, Quintana Roo, ya que el procesado actualmente está sujeto a 
proceso en etapa de instrucción, por tanto, viola el derecho de éste a un 
derecho al debido proceso, así como a una adecuada defensa, en virtud de 
que imposibilita la continuación de la secuela procesal del presente juicio, 
pues en cada una de las audiencias judiciales desahogadas en este recinto 
judicial se exige la presencia del incoado, ya que tiene el derecho a 
controvertir en cada una de las prácticas judiciales, de lo contrario afirma el 
A quo se estaría socavando sus derechos humanos; también señala el Juez 
natural que a pesar de que actualmente se cuentan con los medios 
tecnológicos y digitales para efectuar videoconferencias, circunstancia que 
facilita la comunicación a distancia, empero, debe destacarse que 
actualmente en la referida causa penal está pendiente por desahogare, la 
investigación por posibles actos de tortura conforme a los parámetros 
establecidos en el Protocolo de Estambul, siendo indispensable para el 
mismo, como pruebas esenciales, la Dictaminación en materia de medicina, 
psicología y fotografía forense, de manera personalísima, 
consecuentemente no califica de legal el traslado del acusado.  
- - - VI.- En desacuerdo con la determinación aludida, el Licenciado HUGO 
SILVA SOLÓRZANO, Director del Centro de Reinserción Social de 
Chetumal, Quintana Roo, señaló en su escrito de agravios que le genera 
perjuicio que el Juez del Proceso no haya calificado el traslado que se le 
solicitó con base en lo dispuesto por los artículos 15, 51 y 52 de la Ley 
Nacional de Ejecución Penal, ya que el apelante considera que el Juez 
omitió analizar los argumentos que se esgrimieron para motivar en que se 
fundó la determinación de traslado, pues de manera superficial el Juez 
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difiere del criterio adoptado por la autoridad apelante, omitiendo analizar en 
su oportunidad la sesión de Comité Técnico, pero considera que se actuó de 
manera oportuna para evitar hechos posibles o difíciles de reparación, ya 
que todas autoridades en el ámbito de su competencia el velar, por el 
respeto irrestricto a los derechos humanos, de conformidad con el numeral 
1º. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; hechos que 
el A quo no tomó en consideración, en los cuales se establece que la 
integridad física de la persona privada de libertad corría un riesgo objetivo, y 
con ello se violentaba el derecho humano da la vida. Por lo que el apelante 
considera que el razonamiento del A quo carece de fundamento Legal y 
contrario a la determinación en ningún momento el acto administrativo del 
traslado se efectuó con el afán de entorpecer el actuar del órgano 
jurisdiccional y menos del debido proceso del privado de la libertad, como 
erróneamente lo manifiesto el A quo, sino más bien con el fin de evitar 
hechos de imposible o difícil reparación como lo es la integridad física y el 
derecho humano a la vida de la persona procesada. Por ello, el apelante 
considera que, sin menoscabar su gran importancia, el derecho al debido 
proceso debe ceder el derecho a la vida y la salud de la persona, pues 
cuando dos derechos fundamentales entran en colisión, se debe resolver el 
problema atendiendo a las características y naturaleza del caso concreto, 
conforme al criterio de proporcionalidad, ponderando los elementos o 
subprincipios. Ya que el A quo considera que tiene más valor el que la 
persona se encuentre disponible para ser llamado a rejilla las veces que lo 
necesite, antes que su propia integridad física. Por lo que considera que el A 
quo no analizó de fondo esta circunstancia, restándole valor probatorio a los 
documentos anexados en copias certificadas, de los culés se desprende la 
conducta desplegada por ***** ********* *******, junto con otro grupo de 
internos a los cuales ponía en riesgo la estabilidad del centro y su propia 
integridad física, lo que llevo a esta autoridad apelante, actuar en 
consecuencia al establecer la hipótesis normativa a la excepción de 
traslados involuntarios contenidas en el numeral 52 de la Ley Nacional de 
Ejecución de Penas. Asimismo se advierte que los traslados son imperativos 
para la autoridad inconforme, ya que de no tomar las medidas necesarias se 
pone en riesgo la integridad y la vida de estos; máxime que se está ante la 
posibilidad de eventos que desestabilizan y vulneran la seguridad del Centro 
Penitenciario, que propician en justipreciar la aplicación de una MEDIDA DE 
PROTECCIÓN para cumplir con la obligación de velar en todo momento por 
el respeto de los derechos fundamentales de las personas privadas de su 
libertad, orillando a la autoridad recurrente a ordenar el traslado como una 
MEDIDA URGENTE Y NECESARIA para salvaguardar la vida y la 
integridad física del imputado.  
- - - VII.– De las constancias allegadas, se advierte que el Encargado de la 
Dirección del Centro de Reinserción Social de Benito Juárez Quintana Roo, 
con sede en esta ciudad, mediante oficio **************************************** 
de fecha veintinueve de abril del año dos mil veintiuno, con fundamento en 
lo dispuesto por el artículo 52, fracción II, de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal, solicitó al entonces Juez Primero Penal ―A‖ de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Cancún, Quintana Roo, la calificación de legalidad 
respecto al traslado de ***** ********* *******. 

 
Dicho oficio se recibió en el indicado Juzgado, el treinta de abril del 

año dos mil veintiuno, y en la misma fecha el A quo resolvió no calificar de 
legal el traslado. 

 

Sin embargo, a juicio de este Ad quem se estima que el Juez Primario 
resolutor carecía de competencia para conocer de dicha solicitud, ello en 
términos de la Ley Nacional de Ejecución Penal. 

 

Ciertamente, a fin de constatar lo anterior, resulta oportuno abordar el 
contenido de los artículos 25, fracción I y 52 de la legislación en cita, los 
cuales disponen lo siguiente: 
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“Artículo 25. Competencias del Juez de Ejecución. 
En las competencias a que se refiere el artículo anterior, el Juez de 

Ejecución deberá observar lo siguiente: 
 

I. Garantizar a las personas privadas de la libertad, en el ejercicio 
de sus atribuciones, el goce de los derechos y garantías 
fundamentales que le reconoce la Constitución, los Tratados 
Internacionales, demás disposiciones legales y esta Ley; (…)" 

 

"Artículo 52. Excepción al Traslado voluntario  

La Autoridad Penitenciaria, como caso de excepción a lo dispuesto en 
el artículo 50, podrá ordenar y ejecutar el traslado de personas privadas de 
la libertad, mediante resolución administrativa con el único requisito de 
notificar al juez competente dentro de las veinticuatro horas siguientes de 
realizado el traslado, en los siguientes supuestos: 

 

En casos de delincuencia organizada y medidas especiales de 
seguridad; 

 
En casos de riesgo objetivo para la integridad y la salud de la 

persona privada de su libertad, y 
 
En caso de que se ponga en riesgo la seguridad o gobernabilidad 

del Centro Penitenciario. 
 
En todos los supuestos de excepción a los traslados sin autorización 

previa, el juez tendrá un plazo de cuarenta y ocho horas posteriores a la 
notificación para calificar la legalidad de la determinación administrativa de 
traslado. 

 

En contra de la resolución judicial se podrá interponer el recurso de 
apelación en los términos previstos en esta Ley. 

 

En caso que dentro del plazo establecido, la autoridad jurisdiccional no 
se pronuncie respecto de la legalidad del acto, la persona privada de la 
libertad podrá interponer una controversia judicial contra la determinación 
administrativa".  

 

Es así entonces que, de la transcripción del artículo 25, fracción I, de 
la Ley Nacional de Ejecución Penal, se advierte que el Juez de Ejecución es 
el encargado de garantizar a las personas privadas de su libertad el goce de 
derechos, y en términos de lo dispuesto por el diverso numeral 52, es el juez 
que tiene competencia para conocer de la calificación del traslado de esta 
especie es el de ejecución, por ser la autoridad jurisdiccional con 
competencia específica en la materia. 

 

Máxime, que el traslado deriva de una causa penal que se tramita 
bajo el régimen del sistema tradicional, y lo relacionado a ejecución de 
penas y salvaguarda de los derechos de la persona privada de su libertad, 
está a cargo del Juez de Ejecución y no del juez de la causa. 

 

Por tanto, es el aludido juez de ejecución, quien debe conocer sobre 
un traslado ejecutado a la luz de la Ley Nacional de Ejecución Penal, dado 
que como ya se señaló, el artículo 25, fracción I, de la citada ley, establece 
que es competencia del juez de ejecución, garantizar a las personas 
privadas de la libertad, el goce de los derechos–entre otros- en la propia ley.  
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Ciertamente, la competencia para garantizar los derechos de las 
personas privadas de la libertad —procesados o sentenciados— es de los 
jueces de ejecución, quienes deben garantizar que la prisión preventiva y la 
pena de prisión se cumplan legalmente; su función no es de vigilancia, si no 
de control sobre la administración y de garantía al interior de la prisión, 
haciendo efectivo el acceso de la justicia de los actores intervinientes y 
pronunciándose para materializar los derechos en reclusión. 

 
Así, debido a la especialización de la ciencia jurídica y con la finalidad 

de otorgarle a los justiciables una mejor calidad en cuanto a la impartición de 
justicia, se han creado órganos jurisdiccionales con competencia específica, 
la cual es determinada por los diversos cuerpos normativos que integran el 
orden jurídico nacional, entre ellos la Ley Nacional de Ejecución Penal. 

 

Para que una actuación judicial sea válida, se requiere:  

(i) que la autoridad que la emita se encuentre revestida de 
jurisdicción, entendida como la potestad de los jueces para impartir justicia, 
y (ii) que tenga competencia para conocer del asunto en cuestión, la 
que le permite actuar en asuntos y supuestos específicos.  

 
La especialización judicial es parte esencial de la reforma que 

implementa el sistema penal acusatorio. En concreto, la figura del Juez de 
Ejecución surge de la necesidad de mantener un control de legalidad dentro 
de la administración penitenciaria. 

 
Por lo tanto, la investidura del Juez de Ejecución trasciende en la 

protección de los derechos sustantivos de las personas en internamiento, 
pues el estado le ha conferido la competencia específica para vigilar que la 
actuación de la autoridad penitenciaria se apegue a las exigencias 
constitucionales referentes a la protección de derechos. 

 
En síntesis, la creación del Juez de Ejecución, entendido como un 

juez con competencia específica en materia de ejecución de sanciones, 
favorece ampliamente a las personas privadas de la libertad, debido a que 
cualquier circunstancia relacionada con la vida en internamiento, se 
encuentra sometida a un control de legalidad. 

 
De esta forma, el eventual ejercicio imperativo y desmedido de la 

autoridad penitenciaria se encuentra acotado, pues la función del Juez de 
Ejecución recae, precisamente, en ejercer un control de legalidad ante 
contingentes violaciones a los derechos de las personas sometidas a 
internamiento. 

 
Por otra parte, del análisis del párrafo tercero, del artículo tercero 

transitorio, en relación con el artículo 3, fracción XI de la ley en cita; se 
obtiene que en los asuntos que se tramiten durante la vigencia de la Ley 
Nacional de Ejecución Penal, como en el caso acontece, se deberán ejercer 
los mecanismos de control previstos en dicha Ley, por lo que resulta 
evidente que el Juez de Ejecución es la autoridad especializada con 
competencia específica para resolver controversias en materia de ejecución 
penal.  

 

Bajo las consideraciones jurídicas vertidas, se pone de manifiesto que 
la competencia específica para conocer de los mecanismos de control 
previstos en la Ley Nacional de Ejecución Penal es el Juez de Ejecución, 
toda vez que el procesado se encuentra recluido en virtud de prisión 
preventiva. 
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Lo anterior, sin que sea relevante que quien instruye la causa penal 
de origen sea el Juez Primero Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Cancún, Quintana, Roo, pues tal cual como lo dispone la Ley Nacional de 
Ejecución Penal, en su transitorio tercero, todos aquellos asuntos en trámite 
hasta antes de la entrada en vigor de la ley en cita, deberán someterse a los 
mecanismos de control jurisdiccional previstos en ella, y en términos del 
precitado artículo 3, fracción XI, del ordenamiento legal en cita; es decir, le 
compete al Juez de Ejecución conocer todo lo relacionado a los traslados de 
las personas privadas de la libertad. 

 
Por lo tanto, es evidente que el Juez de origen carece de competencia 

para conocer del tema, pues es el Juez de Ejecución quien debe calificar la 
legalidad del traslado urgente o por excepción al que se refiere el artículo 52 
de la Ley Nacional de Ejecución Penal. 

 
Dicho lo anterior, se precisa que le compete al Juez de origen conocer 

de la causa penal, y con ello, cuestiones relativas al proceso que se instruye, 
pero en términos de la Ley Nacional de Ejecución Penal, es competencia del 
Juez de Ejecución controlar la procedencia de un traslado urgente o 
excepcional, así como cualquier otra circunstancia relacionada con la vida en 
internamiento de las personas privadas de su libertad.  

 
Dadas las consideraciones antes pronunciadas, se estima que el 

entonces Juez Primero Penal “A” de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Cancún, Quintana Roo, con residencia en esta ciudad, carecía 
de competencia legal para conocer del traslado por excepción que nos 
ocupa, pues quien legalmente debe conocer del asunto es el Juez de 
Ejecución. 

 
Ahora, por lo que respecta a la competencia en razón de territorio, es 

necesario precisar el contenido del artículo 106 de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal, mismo que enseguida se transcribe: 

 
“…Artículo 106. Cómputo de la pena El Juez de Ejecución deberá 

hacer el cómputo de la pena y abonará el tiempo de la prisión preventiva o 
arresto domiciliario cumplidos por el sentenciado, con base en la información 
remitida por la Autoridad Penitenciaria, y de las constancias que el Juez o 
Tribunal de enjuiciamiento le notificó en su momento, a fin de determinar con 
precisión la fecha en la que se dará por compurgada…”  

 
El numeral transcrito establece que la prisión preventiva forma parte 

de la pena pues debe ser descontada para realizar el cómputo de la misma.  
Respecto al tema, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, dispuso lo siguiente:  
 
“PRINCIPIO DE UNIDAD DE LA PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD. 

SU PREVISIÓN CONSTITUCIONAL. El artículo 20, apartado A, fracción X, 
párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la 
Federación de 18 de junio de 2008, así como el apartado B, fracción IX, 
párrafo tercero, del citado precepto en su actual redacción, prevén que en 
toda pena de prisión se computará el tiempo de la detención, de lo que 
deriva el principio de unidad de la pena privativa de libertad, el cual exige 
que, al momento de su imposición, sea disminuido el tiempo que el 
sentenciado estuvo privado de la libertad con motivo de los hechos 
atribuidos, lo que incluye la duración de la reclusión preventiva, sin que 
pueda admitirse la sobreposición o una doble disminución de esta última, 
pues ello reduciría injustificadamente la pena de prisión". 

Ahora, el criterio en cita es aplicable, ello en razón de que robustece 
el contenido del dispositivo legal de la materia que nos ocupa, que es la Ley 
Nacional de Ejecución Penal.  
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Dicho lo anterior, es claro que la prisión preventiva es parte de la pena 
impuesta a razón del principio de unidad de la pena, ya que tanto la pena 
punitiva como la preventiva afectan la libertad del incoado; así, en el caso 
concreto, al tratarse de un traslado por excepción, el procesado se 
encuentra recluido por prisión preventiva y, por consiguiente, la autoridad 
administrativa debió solicitar la calificación de legalidad ante el Juez de 
Ejecución que tenga competencia territorial en donde se lleva la causa 
principal, ello en razón de que la privación de su libertad es parte de la pena 
que se llegue a imponer en la causa de origen. 

 
De esta manera, es claro que, si la causa de origen se tramita ante el 

Juez Primero Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Cancún, Quintana Roo, con residencia en esta ciudad, el que como ya 
quedó establecido no puede conocer, resulta evidente que la competencia le 
corresponde al Juzgado de Ejecución de Sentencias del Distrito Judicial 
de Cancún. 

 
En ese contexto, y como quedó reseñado el acto reclamado infringió 

los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica del procesado, 
concretamente en el aspecto relativo a la competencia de la autoridad que 
calificó su traslado; razón por la cual, el procesado debe ser retornada al 
centro de reclusión en el que se encontraba, pues de no ser así, se 
permitiría que se continúen vulnerando los derechos humanos de aquél.  

 
Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia I.9o.P. J/24 (10a.) 

sustentada por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer 
Circuito, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 68, Julio de 2019, Tomo III, página 2057, de la Décima Época, con 
número de registro digital 2020238, cuyo contenido refiere:  

 
“ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A 

OTRO. SI AL QUEJOSO SE LE CONCEDIÓ EL AMPARO POR FALTA DE 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE AQUÉLLA O PORQUE SE 
EMITIÓ POR UNA AUTORIDAD INCOMPETENTE, LA PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL DEBE SER PARA EL EFECTO DE QUE SEA 
RETORNADO AL CENTRO DE RECLUSIÓN DONDE SE ENCONTRABA. 
Conforme a la fracción I del artículo 77 de la Ley de Amparo, el objeto del 
juicio constitucional es restituir al agraviado en el pleno goce del derecho 
humano que le fue vulnerado por la autoridad, ordenando que las cosas 
regresen al estado en que se encontraban antes de la violación. Por tanto, si 
el quejoso promovió el juicio de amparo contra la orden de su traslado de un 
centro de reclusión a otro, y el juzgador concluye que ese acto infringe en su 
perjuicio los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica, 
concretamente en el aspecto relativo a la falta de fundamentación y 
motivación de dicha orden o de competencia de la autoridad emisora, la 
concesión del amparo debe ser para el efecto de que sea retornado al centro 
de reclusión donde se encontraba, toda vez que ése fue el objeto del juicio 
de amparo, ya que si se concede la protección constitucional, es ilegal que 
los actos inconstitucionales subsistan y se ordene a las autoridades 
responsables que subsanen las irregularidades respectivas para justificar la 
legalidad del traslado, pues eso permitiría que se continúen vulnerando los 
derechos humanos del quejoso.” 

 
Sentado lo anterior, se pone en relieve que el entonces Juez Primero 

Penal Auxiliar ―A‖ de Primera Instancia del Distrito Judicial de Cancún, 
Quintana Roo, en la resolución de fecha treinta de abril del año dos mil 
veintiuno, dictada en autos del expediente penal ********, violó las reglas que 
rigen el procedimiento, establecidas en los artículos 14 y 16 
Constitucionales, pues la responsable dejó de advertir que la calificación de 
legalidad, respecto al traslado acontecido, fue emitida por una autoridad 
incompetente. 
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En tales circunstancias el Juez Primero Penal de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Cancún, Quintana Roo, deberá dictar un nuevo 
auto en el que se declare incompetente para conocer de la calificación de 
legalidad del traslado de ***** ********* ******* y remita al Juzgado de 
Ejecución de Sentencias del Distrito Judicial de Cancún, la solicitud de 
la CALIFICACIÓN DE TRASLADO solicitada por el Licenciado Hugo Silva 
Solorzano, Director del Centro de Reinserción Social de la ciudad de 
Chetumal, Quintana Roo, a fin de que este resuelva conforme a derecho. 

 
Por lo expuesto, razonado y fundado es de resolverse y se: – 

 
R E S U E L V E 

 
- - - PRIMERO.- Se REVOCA el sentido del auto de fecha treinta de abril del 
año dos mil veintiuno, mediante el cual el entonces Secretario de Acuerdos 
en funciones de Juez Primero Penal Auxiliar ―A‖ de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Cancún, Quintana Roo, NO CALIFICÓ DE LEGAL el 
traslado del procesado ***** ********* *******, del Centro de Reinserción 
Social de Chetumal, Quintana Roo, al diverso Centro de Readaptación 
Social Federal, número 17 ―CPS MICHOACÁN‖, el cual se encuentra 
privado de su libertad con motivo del proceso penal ******** por el delito de 
HOMICIDIO CALIFICADO. – 
- - - SEGUNDO.- Se ordena al Juez Primero Penal de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Cancún, Quintana Roo, dictar un nuevo auto en el que 
se declare INCOMPETENTE para conocer de la calificación de legalidad del 
traslado de ***** ********* ******* y remita al Juzgado de Ejecución de 
Sentencias del Distrito Judicial de Cancún, la solicitud de la CALIFICACIÓN 
DE TRASLADO, solicitada por el Licenciado Hugo Silva Solorzano, Director 
del Centro de Reinserción Social de la ciudad de Chetumal, Quintana Roo, a 
fin de que este resuelva conforme a derecho; de conformidad con lo 
razonado en último considerando de la presente resolución. – 
- - - TERCERO.- Expídase las copias de Ley correspondientes y con 
testimonio anexo de la presente resolución remítase la copia certificada del 
expediente penal en cita, al Juzgado de origen, para sus efectos legales 
correspondientes y en su oportunidad archívese el presente toca como 
asunto totalmente concluido. –  
- - - CUARTO. - Notifíquese esta resolución a las partes y en su oportunidad 
archívese el presente toca como asunto totalmente concluido. – 
- - - QUINTO.- NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE Y CÚMPLASE.- Así lo 
resolvió y firma la ciudadana Magistrada Titular de la Octava Sala, 
Especializada en Materia Penal Tradicional del Tribunal Superior de Justicia 
del Estado, Maestra en Derecho ******* ******** *******, ante la Secretaria de 
Acuerdos de la Sala Maestra en Derecho **** ****** ***** ******, quien 
autoriza y da fe. DOY FE. – 
 
Todos los textos eliminados en esta versión pública corresponden a información 
confidencial en su vertiente de datos personales y/o sensibles (nombres de las 
partes, estado civil, lugar de nacimiento, domicilio, edades y datos de localización 
de los inmuebles entre otros). En términos de lo previsto en los artículos 126, 127, 
129 y 137 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública para el 
Estado de Quintana Roo y 116 la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 
 
 


